SENTENCIA NÚMERO: 281 En la ciudad de Córdoba, a los 26 días del mes de octubre, siendo las 10.30 hs., se reúnen en audiencia pública, los Sres. Vocales de la Sala Civil y Comercial del Tribunal Superior de Justicia, Dres. Armando Segundo Andruet (h), Carlos Francisco García Allocco y Domingo Juan Sesín bajo la presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en los autos caratulados: “CAGLIARI AMELIA ALICIA C/ CIUDAD DE CÓRDOBA SACIF Y OTRO RECURSO DE CASACIÓN” (C 43/08)” procediendo en primer lugar a fijar las siguientes cuestiones a resolver:- PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?.- SEGUNDA CUESTIÓN: En su caso, ¿Qué pronunciamiento corresponde?.- Conforme al sorteo que en este acto se realiza, los Sres. Vocales votan en el siguiente orden: Dres. Armando Segundo Andruet (h), Carlos Francisco García Allocco y Domingo Juan Sesín. A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (H), DIJO:- I. La parte demandada y la citada en garantía -mediante apoderado- deducen recurso de casación en autos: “CAGLIARI AMELIA ALICIA c/ CIUDAD DE CORDOBA SACIF Y OTRO -ORDINARIO-RECURSO DE CASACIÓN-" (Letra "C", 43/08), en contra de la Sentencia Número ciento dos de fecha 6 de septiembre de 2007, dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Tercera Nominación de esta Ciudad, con fundamento en el inc. 1° del art. 383 del C.P.C.C.. Corrido el traslado de rigor, la contraria lo evacua a fs. 567/569 de autos.- Mediante Auto Interlocutorio Número ciento sesenta y ocho de fecha 2 de junio de 2008, la Cámara interviniente concede la impugnación extraordinaria articulada.- Radicadas las actuaciones en esta Sede, dictado y firme el decreto de autos (fs. 574) queda el recurso en condiciones de ser resuelto.- II. El escrito de casación, en lo que atañe al asunto que se trae a conocimiento, admite el siguiente compendio: II.1.- Violación al principio de congruencia. - A) Los recurrentes afirman que el decisorio en crisis ha violado el principio de congruencia, por cuanto se ha otorgado un resarcimiento en concepto de lucro cesante futuro por un período de tiempo determinado con base a una incapacidad temporaria, cuando de la demanda impetrada surge claramente que el lucro cesante se solicitó con fundamento en una incapacidad permanente. B) Afirman que la sentencia en crisis ostenta, además, el déficit formal del título, desde que le otorga al actor el derecho a una especie de "demanda complementaria" de acuerdo al éxito o no que en los hechos tenga el tratamiento odontológico de implantes que fuera aconsejado por los peritos médicos intervinientes en el presente proceso, daño emergente que ha sido ya condenado a resarcir en la sentencia.- Expresan, a este respecto, que la Cámara debió resolver en definitiva la causa, y menos aún fuera del marco de la litis, dictando una solución condicional a un tratamiento que el actor hará o no, con profesionales a su elección, cumpliendo o no con las indicaciones que le den. Y que ello hace recaer todos los riesgos sobre sus espaldas, obligándolas a abonar indemnizaciones por esas conductas sobre las que ningún control tienen ni puede tener. II.2.- Violación al principio de razón suficiente. Sobre este tópico, afirman los opugnantes que el treinta por ciento (30 %) de incapacidad que se tabuló sólo podía estar referido al veinte por ciento (20 %) que corresponde al cien por ciento (100 %) del aparato masticatorio y no de la total obrera (T.O.), como erróneamente se interpretó. En función de ello, aducen que la incapacidad -temporaria- límite que pudo válidamente fijar la Alzada asciende al 6% de la t.o.. Cita en apoyo de su pretensión impugnativa un artículo publicado por el Cuerpo Médico Forense de la C.S.J.N.. Se quejan los impugnantes, además, porque -a su criterio- la Cámara no tuvo en cuenta una prueba de valor dirimente cual es que el actor ya había corregido su dolencia odontológica mediante la utilización de una prótesis removible. Entienden, pues, que la Alzada juzgó en el punto del porcentaje de incapacidad temporaria un caso distinto -edentulismo sin prótesis- al que realmente correspondía -edentulismo con prótesis removible-. III. Sentado lo anterior y avocado al análisis del recurso de casación impetrado, corresponde verificar el acierto de las censuras que enrostran incongruencia y falta de fundamentación lógica (violación al principio de razón suficiente) a la sentencia dictada en marras.- En esa tarea, anticipo opinión en el sentido de que el recurso no puede prosperar, toda vez que los yerros formales denunciados por los casacionistas no se configuran en los presentes autos.- IV. Para lograr una mejor comprensión del problema jurídico que se trae a conocimiento de esta Sala, considero que resulta conveniente realizar algunas precisiones previas, de las que dan cuenta las actuaciones integrativas de la causa.- IV.1.- Lo reclamado en el libelo introductorio: En el sublite, el Sr. Diego Horacio Ruvira -a través de su representante legal- impetró demanda de daños y perjuicios invocando como daño resarcible, entre otros, que el accidente de tránsito que relata le ha dejado secuelas de tipo incapacitantes, consistentes en: traumatismo del macizo cráneo facial con pérdida dentaria en sector ántero-superior, trastornos de masticación (luxación térmporo-maxilar) y de fonación, que requieren implantes e injerto óseo por lesión de tabla vestibular; fractura nasal con trastornos respiratorios que obligarán a una corrección quirúrgica (septumplastía) (vide fs. 29 bis). Adujo en dicha oportunidad que éstas dolencias le ocasionaban una incapacidad laboral del 55 % de la t.o., que lo acompañaría por el resto de su vida y, por tanto, revestía el carácter de parcial y permanente. En función de ello, fue que solicitó una suma de dinero en concepto de lucro cesante futuro (vide fs. 30/30 vta.).- IV.2.- La resolución de la juez de primera instancia: El magistrado de primer orden determinó en su sentencia que el actor padecía una incapacidad psíquica del 15 % de la total obrera y una incapacidad médica por traumatismo del macizo cráneo facial, de un 30 % de la total obrera, ambas permanentes, siguiendo sendos informes de los peritos médicos oficiales (vide fs. 470/471). De esta manera y utilizando el "Sistema Residual", fijó la incapacidad en un 40,5 % y en base a ella cuantificó el monto que correspondía por lucro cesante futuro utilizando la fórmula "Marshall" abreviada.- IV.3.- La solución finalmente asumida por el Tribunal de Alzada:- En la sentencia cuestionada, la Cámara estimó parcialmente procedente el agravio exhibido en grado de apelación por la parte demandada y citada en garantía, y resolvió: "se desprende del informe pericial médico que desde el inicio de dicho tratamiento [aclaro que se refiere al tratamiento odontológico que podría hacer cesar la incapacidad que sufre el actor] éste puede insumir un lapso aproximado de dos años [...] concluidos los cuales recién podrá evaluarse el grado de éxito obtenido ya que, como bien señala el perito de control de la parte actora Dr. Llabot, ´es aventurado, aún a riesgo de ser un juicio temerario, afirmar a priori y dar por sentado su total efectividad que la realización del implante requerido al actor éste resultará óptimo con total restitutum ad integrum´. No obstante ello, es verosímil pensar que de realizarse adecuadamente el tratamiento que aconseja el conocimiento científico, el accionante pueda lograr superar esta incapacidad" (vide fs. 548, el énfasis me pertenece).- Con anterioridad a lo destacado ut supra, la Alzada había expresado que la objeción de los apelantes (parte demandada y citada en garantía) debía ser atendida sólo parcialmente porque, "...teniendo en cuenta que de autos se desprende que el accionante necesitaba trabajar para ganarse el sustento [...] de allí se deriva que, sin haber percibido la indemnización que le permitiera afrontar los gastos del costoso tratamiento odontológico a que debe someterse para procurar superar su minusvalía, éste mantiene el referido porcentaje de incapacidad" (fs. 548, la negrita es de mi autoría).- En función de ello, estimó que la solución justa consistía en efectuar el cálculo indemnizatorio desdoblándolo en dos períodos diferentes: "1°) uno que corre desde la fecha de este pronunciamiento y hasta transcurridos tres años desde la fecha en que se efectivice el pago de la indemnización correspondiente al tratamiento odontológico, para el cual el cómputo debe efectuarse tomando una incapacidad del 40,5%; 2°) otro que corre desde el día siguiente de la conclusión del período anterior y hasta el cumplimiento por el actor de la edad tope determinada, para el cual el cómputo debe efectuarse tomando únicamente el porcentaje del quince por ciento de incapacidad determinado en la pericia psiquiátrica. Asimismo deberá dejarse expresamente sentado que la víctima tendrá derecho a reclamar una indemnización complementaria por el segundo período, para el supuesto caso de que, concluido el tratamiento aconsejado, no hubiese desaparecido íntegramente la incapacidad laboral determinada por la perito Dra. Gloker" (fs. 548, último párrafo y 548 vta., el destacado me pertenece). V. Violación al principio de congruencia:- V.1.- Una vez extractado lo acontecido respecto del rubro lucro cesante futuro, corresponde, pues, ingresar al análisis del agravio que enrostra incongruencia a la sentencia bajo anatema. Conforme lo señalara con anterioridad, los casacionistas encuentran configurado el demérito en que la sentencia otorga: a) un resarcimiento por lucro cesante futuro que tiene como causa fuente una incapacidad temporaria, mientras que en el libelo introductorio la parte actora fundó su reclamo en una incapacidad permanente; y- b) a la parte actora la posibilidad de practicar un reclamo adicional o complementario, para el caso en que la operación quirúrgica de las piezas dentales (implantes) no tenga el resultado pronosticado por los expertos y quedara en el actor alguna secuela incapacitante residual del accidente sufrido. V.2.- La improcedencia de tales postulaciones deviene ostensible en tanto el pronunciamiento en crisis y de conformidad con la verdadera esencia del daño invocado en demanda y las pruebas rendidas en la causa, ha concurrido a respetar el principio de modo cabal.- En efecto, constituye un principio incuestionable del proceso civil, que los jueces son completamente libres en todo lo referente a la calificación y conceptualización de los hechos en el plano jurídico, de donde se deriva que la función jurisdiccional no está ligada por las afirmaciones inexactas que pudieren efectuar los litigantes.- V.3.- Por lo demás, no puede prescindirse de que la ratio iuris del principio de congruencia (que encuentra expresa recepción normativa en el art. 330 del CPCC) radica en la garantía constitucional de defensa en juicio, asegurando –de tal modo- que se otorgue a los litigantes la oportunidad legal de defender cada una de las razones que sustentan sus respectivas pretensiones. Dicho de otro modo, la regla tiene por objeto evitar que alguno de los intervinientes pueda resultar perdidoso o condenado en virtud de pretensiones o defensas respecto de las cuales no tuvo oportunidad de ser oído. V.4.- La aplicación de tales lineamientos a la primera de las denuncias de incongruencia que se direcciona contra el resarcimiento ordenado en concepto de lucro cesante futuro en base a la calificación de las dolencias por la parte actora en su libelo introductorio, la frustra de modo definitivo. Ello, toda vez que no se trata de que la Cámara haya condenado a un rubro diferente al solicitado en demanda (lucro cesante futuro), ni lo dicen así los impugnantes, sino que simplemente ha juzgado que existía verosimilitud de que la reputada incapacidad permanente denunciada en demanda, no revista tal carácter y, calificándola -aunque momentáneamente- como provisoria, aminoró la condena impuesta por el primer juez -beneficiando en este aspecto a los casacionistas-, disponiendo que el lucro cesante futuro a ser indemnizado por la incapacidad física por traumatismos del macizo cráneo facial, fuera calculado por un período más corto de tiempo.- Esto es, el equivalente al lapso en que la dolencia que presenta la víctima actualmente pueda efectivamente ser remediada.- En tal modo resolutivo y el razonamiento que lo ha precedido no hubo trocamiento de los hechos lesivos invocados en el escrito inicial por el pretensor, sino un reencuadre de la calificación médico-jurídica de las dolencias denunciadas, lo que -per se- alcanza para rechazar el demérito traído a consideración. De hecho, la censura resulta perjudicada por una causal de inadmisibilidad. Tal es la existencia del interés directo en los términos del art. 354 del C.P.C.C.. En relación a ello, cabe precisar que este Alto Cuerpo tiene dicho que: “La verificación de la existencia de un derecho de impugnación es propia del juicio de admisibilidad que debe realizar todo Tribunal en oportunidad de resolver sobre un recurso interpuesto en su sede. Esta regla es la consagrada –de un modo expreso- por el art. 355 del C.P.C.C. cuando dispone: ´El recurso será declarado inadmisible si […] se hubiere interpuesto […] por quien no tenga derecho […]´” (Conf. TSJ de Cba., Sala Civil y Comercial, in re “Delfino, Miguel Ángel y María Margarita Ballari –Concurso Preventivo [Hoy quiebra]-Recurso directo-“, A.I. nro. 239 del 25/09/01, el subrayado y la negrita nos pertenecen).- Así, es requisito indispensable para la procedencia de la impugnación la existencia de un "agravio o gravamen". Está legitimado para impugnar quien se siente perjudicado por una resolución y, en consecuencia, tiene interés en removerla o modificarla para revertir el perjuicio que le causa; entendido el perjuicio o el agravio como el rechazo total o parcial de la pretensión, en el caso del actor. En otras palabras, sólo puede hacer valer el recurso quien haya visto insatisfecha alguna de sus aspiraciones (Cfr. COUTURE, Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Edit. B de F, 4° Edic., año 2007, pág. 294).- Siguiendo los lineamientos antes enunciados podemos concluir que, en el caso, es evidente que el interés del que se prevalen los casacionistas, les resulta ajeno. Ello, desde que lo resuelto por la Alzada, calificando a la incapacidad del actor como temporaria y no como permanente, sólo a la parte actora puede ocasionar algún gravamen.- Sólo quedaría por agregar que la calificación de la incapacidad física efectuada por el Tribunal de Mérito ningún detrimento pudo haber ocasionado a la parte demandada y citada en garantía en su derecho constitucional de defensa en juicio, por cuanto fueron precisamente ellos quienes afirmaron que dicha dolencia revestía el carácter ulteriormente asignado, esto es, provisoria. V.5.- El segundo tramo de la supuesta incongruencia cometida al haberse otorgado la posibilidad de reclamar una indemnización complementaria para el caso de que el tratamiento al que debe someterse el actor Sr. Diego Horacio Ruvira no haga desaparecer por completo la incapacidad laboral que la víctima presenta, tampoco puede admitirse. Recordemos que en el subjúdice, el pretensor Sr. Ruvira invocó una incapacidad permanente que a la postre la Cámara, analizando íntegramente la pericia médica oficial, entendió que existía verosimilitud de que la misma fuera transitoria, y de esa manera ordenó el resarcimiento del lucro cesante futuro por el período que -a su juicio- la víctima iba a poder redimir dicha dolencia; dejando claro está, debido al alea todavía existente al desconocerse si la incapacidad puede ser revertida totalmente, la posibilidad de reclamar un complemento del resarcimiento. Surge entonces, con patencia, que no existe violación del principio de congruencia en este aspecto del decisorio, toda vez que lo único que el a-quo ha resuelto es que, de existir una cuota perjudicial residual, la víctima pueda reclamarla mediante una pretensión complementaria a la demanda oportunamente incoada. Ello, lejos está de conformar una vulneración al mentado principio resultando -por el contrario- que las alegaciones vertidas por los interesados se emparentan con un error in iudicando no controlable a la luz de la hipótesis elegida y -en el mejor de los casos- constituyen un agravio conjetural. Y dije agravio conjetural si tenemos en cuenta la forma en que finalmente ha decidido el A-quo la cuestión atinente al segundo período del lucro cesante futuro.- Así, la Cámara destacó: "Asimismo deberá dejarse expresamente sentado que la víctima tendrá derecho a reclamar una indemnización complementaria por el segundo período, para el supuesto caso de que, concluido el tratamiento aconsejado, no hubiese desaparecido íntegramente la incapacidad laboral determinada por la perito Dra. Glocker" (fs. 548 vta.). Como se ve, la cuestión decidida por el Mérito configura una situación sujeta a una condición suspensiva futura, de la cual no existe certeza alguna, sino más bien lo contrario, teniendo siempre en cuenta las apreciaciones vertidas por el referido Tribunal. Finalmente, cabe precisar además que no existe posibilidad alguna de vulnerar el derecho defensivo del demandado. Nótese a este respecto que en los presentes la parte contraria tendrá sin lugar a dudas posibilidad de ejercer ampliamente su garantía de defensa en juicio si es que la víctima deduce ulteriormente una demanda complementaria, pudiendo incluso invocar que el actor no cumplimentó adecuadamente con los tratamientos que le fueron recomendados (culpa de la víctima), y ofrecer prueba tendiente a desvirtuar la presunta incapacidad residual que pudiera adolecer luego de la cirugía. V.6.- Resulta obvio, pues, que la resolución no ha incurrido, en los aspectos bajo la lupa, en anormalidad de naturaleza lógica alguna. Ello determina el fracaso del planteo impugnativo intentado.- VI. Violación al principio de razón suficiente.- VI.1.- En este segmento de los agravios, los casacionistas afirman que un perito sin experiencia ni competencia funcional en la materia, ha tabulado en un 30 % la pérdida de tan sólo cuatro piezas dentarias. En este sentido aducen que debió aplicarse ese 30 % al 20 % del total que puede atribuírsele al total de la función masticatoria, lo que implicaba un techo de capacidad temporaria del 6 % de la total obrera.- En segundo orden, expresan que la Cámara a-quo no tuvo en cuenta una prueba de valor dirimente cual es que el actor ya había corregido su dolencia odontológica mediante la utilización de una prótesis removible.- VI.2.- Pero es del caso, que esta cuestión no fue motivo de agravio en el recurso de apelación oportunamente impetrado por los quejosos. En otras palabras, la decisión del juez de primera instancia de fijar en un 30 % la incapacidad médica por traumatismo del macizo cráneo facial, no fue oportunamente cuestionada en la apelación por parte interesada. Veamos:- De la expresión de agravios que luce agregada a fs. 523/532 vta., surge que los impugnantes aducen una errónea valoración de la pericia médica oficial. Dicen que el análisis del informe ha sido parcial, desde que no tuvo en cuenta que el porcentaje fijado por la idónea, desaparecería si se practica con éxito la operación quirúrgica (implantes) que médicamente se aconseja. Expresaron los quejosos en dicha oportunidad, que la incapacidad fijada por la experta es temporaria y no permanente, desde que, de realizarse el tratamiento odontológico de implantes dentarios sugerido, se borrarían las dolencias incapacitantes, siempre y cuando los mismos fueran hechos por un especialista. En conclusión: insisten solamente en que si el actor -víctima- se practica el tratamiento odontológico recomendado por los expertos, no presentará en el futuro ninguna incapacidad laborativa.- Empero, nada dijeron respecto del grado de incapacidad -aunque luego declarada temporaria- que había fijado el tribunal de primera instancia. Esto es, no cuestionaron que la víctima del accidente, sin haberse practicado aún la intervención quirúrgica, padezca -como lo estipuló la primer juez- una incapacidad física del treinta por ciento de la total obrera (30 %); lo que ha quedado consentido.- VI.3.- Sabido es que el art. 356, primer párrafo del C.P.C.C. contempla la regla expresada en el brocárdico tantum devolutum quantum appellatum. La directriz y el latinismo citados, han querido significar que los agravios expuestos son los que fijan los límites de la competencia del tribunal del recurso (Conf. FERNÁNDEZ, Raúl, Impugnaciones ordinarias y extraordinarias en el CPCC de Córdoba, Edit. Alveroni, 2006, pág. 99), debiendo agregarse que ante una decisión adversa no cuestionada, el Tribunal ad-quem se ve eximido de pronunciarse sobre ese aspecto de la resolución.- Por tanto, y en principio, en ningún caso pueden sobrepasarse los límites impuestos por la voluntad intelectiva de la parte, que delimita el thema decidendi.- Y ello así, en virtud de que los agravios son el fundamento y la medida del recurso, y han de conformar una posición clara y concreta del litigante, que no coloque al tribunal en la necesidad de proceder a una revisión indiscriminada, con riesgo de suplir no sólo la actividad crítica del impugnante, sino de hallar agravios donde aquél no los hubiera señalado. La exigencia de tales previsiones no entraña un ritualismo ocioso, sino que persigue preservar en toda su pureza el sistema impugnativo vigente que sintetiza el aforismo antes explicitado (tantum devolutum quantum appellatum).- Aplicando tales pautas a la especie, se advierte que al no haberse agraviado los interesados en grado de apelación sobre el grado de incapacidad física fijado por el primer juez (30% de T.O.) -tal como ya lo he explicitado más arriba-, esta cuestión ha quedado consentida, y por tanto excluida de la competencia funcional de este Alto Tribunal.- Tal gravamen -en síntesis- es totalmente inadmisible por la intempestividad y prescindencia de las pautas liminares que inspiran el trámite procedimental. Por tanto, el recurso de casación luce, en este aspecto, inadmisible. VII. Todo lo expuesto, determina sin duda alguna el rechazo del recurso de casación articulado bajo el abrigo del inc. 1° del art. 383 del C.P.C.C., el que resulta inaudible.- Así voto. A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO: Comparto los fundamentos y solución a que arriba el Señor Vocal del primer voto.- Así voto. A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO: Adhiero a los fundamentos y conclusiones a que arriba el Señor Vocal Dr. Armando Segundo Andruet (h). Por ello, compartiéndolos, voto en igual sentido a la primera cuestión . A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO: I. Corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto por el motivo del inciso 1° del art. 383 del C. de P.C.. II. Imponer las costas a la parte demandada -Ciudad de Córdoba S.A.C.I.F.- y citada en garantía -Mutual Rivadavia de Seguros del Transporte Público de Pasajeros- (art. 130 del C.P.C.C.). III. Fijar los honorarios del Dr. Gustavo D. Martínez Urrutibehety, por su actuación en la vía extraordinaria, en el treinta y cinco por ciento (35%) del mínimo de la escala del art. 34 de la ley 8226 sobre lo que ha sido materia de impugnación (arg. arts. 36, 37, y 38 ). No corresponde regular honorarios al letrado de la parte demandada y citada en garantía Dr. Enrique C. Martínez Paz (art. 25, ley 8226).- Así voto. A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO: Adhiero a la solución propuesta por el Señor Vocal Doctor Armando Segundo Andruet (h).. Por ello, voto en idéntico sentido.- A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO: Adhiero a la solución a que arriba el Señor Vocal Doctor Armando Segundo Andruet (h). Así voto. Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala en lo Civil y Comercial,- RESUELVE: I. Rechazar el recurso de casación articulado por el motivo del inciso 1° del art. 383 del C.P.C.C..- II. Las costas en esta Sede Extraordinaria se imponen a la parte demandada y citada en garantía vencidas (art. 130 del C.P.C.C.). III. Fijar los honorarios del Dr. Gustavo D. Martínez Urrutibehety, por su actuación en la vía extraordinaria, en el treinta y cinco por ciento (35%) del mínimo de la escala del art. 34 de la ley 8226 sobre lo que ha sido materia de impugnación (arg. arts. 36, 37, y 38). No regular honorarios al letrado de la parte demandada y citada en garantía Dr. Enrique C. Martínez Paz. Protocolícese e incorpórese copia. 
